AL MINISTERIO DE EDUCACIÓN CULTURA Y DEPORTE


…..............................


Que con fecha 29.07.2016 se ha publicado en BOE la Orden de 15.07.2016 del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte al que me dirijo, por la que se nombra a los seleccionados en el procedimiento selectivo convocado por Orden de 22.12.2009 de la Consellería de Educación, Investigación, Cultura y Deporte de la Generalitat Valenciana, funcionarios de carrera de los Cuerpos de Catedráticos de Enseñanza Secundaria y Catedráticos de Escuelas Oficiales de Idiomas; y no estando conforme con la misma, de conformidad con lo prevenido en los artcs. 116 y 117 de la LRJAPPAC interpongo contra la misma RECURSO DE REPOSICIÓN en base a las siguientes consideraciones fácticas y jurídicas:


ALEGACIONES

PRIMERA.- El firmante ha participado en el proceso selectivo referido por la especialidad de TECNOLOGÍA/ORGANIZACIÓN Y GESTION COMERCIAL habiendo aparecido en la Resolución de 24.02.2015, de esa Dirección General de Centros, que aprobaba el mismo, con efectos de 1 de septiembre de 2.014, encontrándose actualmente en activo. 

Sin embargo en la Orden recurrida se estima no concluir el expediente del referido proceso selectivo con relación a la especialidad por la que he aprobado.

SEGUNDA.- Se recurre la resolución citada, en primer lugar, por cuanto acoge la posición de la Administración valenciana de no concluir el expediente del proceso de selección con relación a la especialidad por la que participé y aprobé, ya que para proceder a tan relevante actuación, la resolución se limita a remitirse a unos supuestos pronunciamientos judiciales que ni siquiera se explicitan (no se relatan los concretos procedimientos judiciales en los que se ha producido), ni se determina con claridad y precisión las razones por las que el Ministerio, siguiendo losparámetros de la Dirección General de la Consellería estima la no conclusión del expediente administrativo del proceso que me ha afectado, cuando todos sus trámites están verificados. Como ni siquiera se determinan los exactos procesos judiciales que supuestamente motivan la decisión de la Administración, no podemos conocer a cuántos de los participantes pueden afectar los mismos, y si pudieran verse vinculados todos o solo algunos de dichos participantes ya aprobados, todo lo cual supone un claro atentado al derecho de igualdad consagrado constitucionalmente y un agravio comparativo con el resto de participantes de otras especialidades del presente proceso selectivo.

Una decisión de tanta repercusión y transcendencia, hubiera merecido, en su caso, una actuación por parte de la Administración mas rigurosa y una justificación de la misma fundada en datos o circunstancias objetivas y no en el mero “seguimiento” de la “estimación” de la Dirección General de la Consellería. Las resoluciones administrativas son ejecutivas y su eficacia inmediata no puede pender de su impugnación judicial. Las “suspensiones” de eficacia son totalmente excepcionales y como tales deben ser tratadas pues, como acontece en el presente supuesto son generadoras de unos importantes perjuicios económicos a los que el/la reclamante no está dispuesto/a a renunciar y frente a quien/es los hubieran motivado.

Por tanto, procede que, como para el resto de especialidades convocadas, también en la que el firmante participó y aprobó, se culmine y apruebe (¡que ya es tiempo!) el expediente y se me declare seleccionado, todo ello, y como siempre acontece y es conforme a Derecho, sin perjuicio del resultado de los procedimientos judiciales que en su momento se resuelvan.
TERCERA.- Se recurre también la Orden referida por cuanto en el Segundo de sus apartados se establece que el “los nombrados a través de la presente Orden se considerarán ingresados como funcionarios de carrera, del Cuerpo de Catedráticos de Enseñanza Secundaria y Catedráticos de Escuelas Oficiales de Idiomas, con efectos de 1 de septiembre de 2016”, por cuanto ello es totalmente irregular y contrario a Derecho.

Dicha resolución es consecuencia de otra de 22.02.2016 de la Dirección General de Centros y Personal Docente, de la Consellería de Educación, Investigación, Cultura y Deporte (DOCV del 26), por la que se aprueba el expediente del procedimiento de acceso a los cuerpos de Catedráticos de Enseñanza Secundaria y Catedráticos de Escuelas Oficiales de Idiomas, contra la que también interpuse oportunamente recurso de reposición.


En primer lugar, podemos indicar que la Orden por el presente recurrida es el resultado inadecuado de un proceso plagado de irregularidades que se inició con la Orden de convocatoria de 22.12.2009 y que, de forma regular y adecuada a Derecho, debió concluir el 31.08.2010, por cuanto, efectivamente, en la propia Orden se establecía que “los referidos nombramientos serán con efectos del 1 de septiembre siguiente a aquel en el que finalice este proceso selectivo”. Y comoquiera que en ella no se fijaba fecha de finalización, tendríamos que acudir a lo prevenido en el artc. 42.2 de la LRJAPPAC que exige para los procedimientos administrativos que no contengan norma especial al respecto, como el que nos ocupa, un plazo máximo de seis meses, no concurriendo ninguno de los requisitos prevenidos en el artc. 42.6 de la citada Ley 30/1992 para la ampliación de dicho plazo que, en cualquier caso, no podría ser superior al establecido para la tramitación del expediente.

CUARTA.-  En este sentido y acerca de la cuestión que nos ocupa y, a consecuencia de la tramitación de una queja ante el Sindic de Greuges de la Comunitat Valenciana, éste en el expediente número 1500799 ya indicó: “La obligación administrativa de cumplir escrupulosamente con las normas que rigen los procedimientos, cuidando al máximo de todos los trámites que constituyen el expediente, dimana directamente del mandato constitucional del artc. 103 de una Administración eficaz que sirve con objetividad a los intereses generales y que actúa con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho, sometimiento que se articula mediante la sujeción de la actuación pública al procedimiento administrativo establecido por la Ley y según los principios garantizados por la Constitución española en artc. 9.3.

Por cuanto antecede y de conformidad con lo previsto en el artc. 29 de la Ley de la Generalitat Valenciana 11/1988, de 26 de diciembre, reguladora de esta institución, SUGIERO a la Consellería de Educación, Investigación, Cultura y Deportes que, en situaciones como la analizada, extreme el deber legal de cumplir los plazos legalmente previstos en los procesos selectivos de personal, así como prever y proveer los medios humanos y materiales necesarios cuando las circunstancias de aquéllos, bien por la complejidad del proceso, bien por el número de candidatos a los mismos, pongan de manifiesto la dificultad del cumplimiento de los referidos plazos”.

Es decir, de forma tan palmaria como contundente, el Sindic de Greuges constata el incumplimiento por parte de la administración educativa valenciana, de las obligaciones legales que  regulaban el procedimiento selectivo que nos ocupa.

QUINTA.- En las distintas resoluciones que se han ido dictando en el desarrollo del irregular proceso (11.01.2011, 30.01.2012, 11.05.2012, 24.02.2015) anteriores a las que han sido objeto de reposición por mi parte, en ninguna de ellas se acuerda, ni la ampliación del plazo máximo de resolución, ni, en su caso, los motivos y circunstancias concurrentes que lo justificara, ni mucho menos, que se hubieran agotado todos los medios a disposición de la Administración, por lo que en el presente momento nos encontramos con una resolución, la de la Administración valenciana de 22.02.2016, y con la Orden del Ministerio de 15.07.2016 que, como antes indicamos, no tienen aval alguno que permita justificar su extemporaneidad.


Y mucho menos cuando la Resolución de 24.02.2015 de la propia Dirección de Centros y Personal Docente que dicta la recurrida por el presente, estableció el “nombramiento como funcionarios de carrera de conformidad con la puntuación obtenida, y ello con efectos de 1 de septiembre de 2014”, sin que conste a mi parte que dicha resolución del 2015 haya sido revocada por resolución judicial alguna, ni menos “revisada” por la propia Administración a través del procedimiento previsto en los artcs. 102 y siguientes de la Ley 30/1992, por lo que de conformidad con lo prevenido en los artcs. 94 y siguientes de la propia Ley, la citada resolución sería firme y ejecutiva, desplegando plenos efectos jurídicos desde la misma. 
SEXTA.- Por tanto, procede, y esta parte interesa:

1.- Que se proceda a la aprobación del expediente del procedimiento de acceso al Cuerpo de Catedráticos de la especialidad por el que participó el/la recurrente.

2.- De una parte, que los efectos, tanto económicos como administrativos, que contempla la resolución recurrida por el presente, tal cual establecía la de 24.02.2015, se retrotraigan a 1 de septiembre de 2014 y se me reconozcan plenamente desde dicha fecha. 

3.- Y, por otro lado, y dado el que proceso selectivo debiera haber concluido en fecha 1.09.2010, se reconozca el perjuicio patrimonial que la dilación inadecuada ha provocado a mi parte y se me indemnice en la cantidad que me hubiera correspondido percibir por mi nombramiento como catedrático desde dicha fecha a la de 1.09.2014, sirviendo, en cualquier caso, el presente como de reiteración de dicha RECLAMACIÓN DE CARÁCTER PATRIMONIAL.

4.-  Para el hipotético supuesto de que no se estimara la retroacción de los efectos económicos al 1-9-2014, subsidiariamente, se tenga por ampliada la petición de responsabilidad patrimonial desde el 1-9-2014 a 1-9-2016 por igual motivo que justifica la petición inicial de la RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL


Por todo lo expuesto,

SOLICITO A UD que teniendo por presentado este escrito, se sirva admitirla; por interpuesto recurso de reposición frente a la Orden citada de 15.07.2016 del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte y reclamación previa, resolviendo conforme a lo postulado en el cuerpo del mismo.


Valencia, a ……………………
